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Resumen:

La designación de Áreas Naturales Protegidas representa una estrategia importante dentro de la política ambiental para la
conservación de especies. Las áreas protegidas están propensas a acciones humanas externas e internas que ponen en riesgo su
conservación. En las estrategias para el fortalecimiento de la política y gestión de áreas protegidas, la aplicación de la ley resulta
indispensable. Los inspectores facultados para aplicar la ley ayudan a reducir actividades ilegales dentro de áreas protegidas.
Verificar el cumplimiento de la ley de manera continua es crucial para mitigar los impactos negativos dentro de dichas áreas. El
presente documento tiene el objetivo de analizar el número de inspectores por superficie territorial de área protegida por entidad
federativa. A partir de información recogida en bases de datos de instituciones gubernamentales se identificó, por un lado, una
insuficiencia de personal para cubrir la mayor cantidad de superficie territorial de áreas protegidas, y por otro, que el incremento
de la superficie territorial de áreas protegidas en muchos casos no va acompañado de un aumento en el número de inspectores.
Entidades federativas con mayor superficie de áreas protegidas llegan a tener el mismo o menor número de inspectores para vigilar
el cumplimiento de la ley que entidades con extensiones más reducidas.
Palabras clave: áreas naturales protegidas, legislación, protección ambiental, inspectores.

Abstract:

e designation of Natural Protected Areas is an important strategy within environmental policy for species conservation.
Protected areas are subject to external and internal human actions that jeopardize their conservation. In the strategies for
strengthening protected area policy and management, enforcing the law is essential. Inspectors authorized to apply the law help
reduce illegal activities within protected areas. Continuously verifying compliance with the law is crucial to mitigating the negative
impacts within these areas. e purpose of this document is to analyze the number of inspectors by size of protected area by state.
Using databases from government institutions, it was found that there is an insufficiency of personnel to cover the largest size of
protected areas. Moreover, in many cases, an increase in the size of protected areas is not accompanied by a corresponding increase
in the number of inspectors. States with larger protected areas have the same number of or fewer inspectors to monitor compliance
with the law than those with smaller ones.
Keywords: protected natural areas, legislation, environmental protection, inspectors.

Introducción

La primera área protegida en el mundo surgió en 1872. La Unión Internacional de Protección de la
Naturaleza (IUCN) 1  define a las áreas protegidas como espacios geográficos claramente delimitados,
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reconocidos, dedicados y gestionados, a través de medios legales o efectivos, para lograr la conservación a largo
plazo de la naturaleza con los servicios ecosistémicos y valores culturales asociados (Dudley, 2008; World
Bank, 2010). La importancia de las áreas se debe a las características propias de éstas, como: a) contar con
límites claramente definidos; b) regular el uso del suelo y la ocupación de acuerdo con las características
socioambientales locales y los objetivos de gestión, y c) contar con estrategias de gestión definidas para lograr
el nivel deseado de protección para cada área (Medeiros, 2006; Milano, 2001; Rodrigues, 2005 en Costa et
al., 2015).

México cuenta con Áreas Naturales Protegidas (ANP) consideradas instrumentos clave para la
conservación de la biodiversidad, así como de bienes y servicios ambientales (Murillo y Orozco, 2006;
Bezaury-Creel y Gutiérrez, 2009). Entre los objetivos específicos planteados para esas áreas están:

1. “preservar los ambientes naturales […] para asegurar el equilibrio y la continuidad de los procesos
evolutivos y ecológicos”;

2. “salvaguardar la diversidad genética de las especies silvestres”;
3. “asegurar la preservación y el aprovechamiento sustentable de los ecosistemas, sus elementos, y sus

funciones”; y
4. “proteger los entornos naturales de zonas, monumentos y vestigios arqueológicos, históricos y

artísticos”, entre otros (artículo 35 de la LGEEPA, 2018).

Si bien en el país es posible encontrar ANP estatales, comunitarias y privadas (Monroy et al., 2015),
son las áreas federales las que tienen mayor reconocimiento en el ámbito internacional. Actualmente se
reconocen seis figuras en el país: Reservas de la Biósfera, Parques Nacionales, Monumentos Naturales, Áreas
de Protección de Recursos Naturales, Áreas de Protección de Fauna y Flora, y Santuarios (Íñiguez et al., 2014;
art. 46 de la LGEEPA, 2018). Desde la creación del primer Parque Nacional en 1917, se han decretado una
gran cantidad de ANP de jurisdicción federal con diversas categorías de protección. En mayo del 2016 se
contaban 177 ANP, abarcando una superficie de más de 25.6 millones de hectáreas (ha) que representaban
el 12.1 por ciento del territorio nacional (Villalobos, 2000; CONANP, 2016).

A pesar del histórico uso de ANP como instrumento de conservación, fue hasta la última década del siglo
XX cuando inició la consolidación de la capacidad del Estado para atenderlas y manejarlas oficialmente al
dotarlas, entre otros aspectos, de personal para su manejo e instrumentos de planeación dentro del marco
jurídico que sustenta legalmente su protección. Sin embargo, a la fecha se mantienen deficiencias para
salvaguardar la diversidad biológica y paisajística, dentro y fuera de estas áreas, en tanto que la superficie que
abarcan las ANP es sólo un indicador de la expresión territorial con cobertura legal, pero no de la efectividad
en su manejo (Bezaury-Creel y Gutiérrez, 2009).

Como parte de la política ambiental, el país cuenta con una legislación que aborda medidas a cumplir
por parte de la sociedad, dentro y fuera de las ANP, entre ellas: la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente (LGEEPA), considerada la ley ambiental vigente más importante; el Reglamento
de la LGEEPA en materia de ANP; el Reglamento de la LGEEPA en materia de Evaluación del Impacto
Ambiental (EIA); la Ley General de Vida Silvestre (LGVS); la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable
(LGDFS); y la Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados; contando las tres últimas
leyes mencionadas con sus respectivos reglamentos.

La administración y vigilancia de las áreas está cargo de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales (SEMARNAT). 2  En la vigilancia pueden participar la Secretaría de Marina y la Gendarmería
Ambiental, 3  y en la administración y manejo se pueden “suscribir convenios de concertación o acuerdos de
coordinación con los habitantes de las áreas, propietarios, poseedores, gobiernos locales, pueblos indígenas,
instituciones académicas y de investigación y demás organizaciones sociales, públicas y privadas” (artículos 4,
6, 7 y 31 del reglamento de la LGEEPA en materia de ANP, 2014). No obstante, es la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente (PROFEPA), por mandato legal, la dependencia facultada para realizar acciones
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encaminadas a inspeccionar y vigilar el cumplimiento de la ley; por lo que, en caso de presenciar cualquier
ilícito relacionado con las ANP, el personal encargado de la administración y manejo lo deberá denunciar a la
Procuraduría o a otras autoridades con facultades. Como señala Stokes (2010), muy a menudo los encargados
del manejo forman parte del personal permanente y generalmente son respaldados por organizaciones locales
o internacionales presentes en el sitio que trabajan en estrecha colaboración con las agencias de aplicación y
los administradores de áreas protegidas.

La PROFEPA es, desde 1992, el órgano administrativo desconcentrado de la SEMARNAT dotado de
inspectores —pertenecientes al Área de Recursos Naturales (RN)—, con atribuciones para inspeccionar y
vigilar dentro de las ANP el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la legislación ambiental en la
materia (artículo 137 del reglamento de la LGEEPA en materia de ANP, 2014). Para facilitar el ejercicio
de sus atribuciones, la PROFEPA posee unidades administrativas en las 32 entidades federativas, debiendo
existir al menos una delegación por entidad (artículo 68 del Reglamento interior de la SEMARNAT, 2012).
Esas delegaciones deben realizar visitas u operativos de inspección, a fin de vigilar y evaluar el cumplimiento
de las disposiciones jurídicas aplicables al uso y aprovechamiento de ANP (artículo 45, fracción I, del
Reglamento interior de la SEMARNAT, 2012). Los inspectores federales son los responsables principales de
verificar en campo el cumplimento de la legislación; asimismo, poseen facultades para determinar e imponer
medidas de seguridad en caso de identificar algún delito en contra de las áreas (artículo 47 del Reglamento
interior de la SEMARNAT, 2012).

Las acciones de inspección permiten identificar infractores específicos y obligarlos al cumplimiento, así
como ayudar a disuadir a posibles infractores (OCDE, 2004; Johansson, 2010). La cantidad de personal para
inspeccionar es el factor que se correlaciona más fuertemente con la efectividad de la aplicación de la ley, por
ello se ha llegado a definir el número idóneo de inspectores para las áreas que enfrentan desafíos específicos
(Henson, Malpas y D’Udine, 2016), dado que no basta con tener un equipo altamente capacitado y motivado
si el número de personal para verificar el cumplimiento es insuficiente en un área demasiado grande —
cuando, por ejemplo, se busca evitar la desaparición de una especie— por lo que es de suma importancia
aumentar el personal abocado a la aplicación de la ley sobre el terreno (Leader-Williams, Albon y Berry, 1990;
Stokes, 2010).

Estudios previos en México evidencian la dimensión y relevancia de la tarea que deben realizar los
inspectores de PROFEPA. El CONEVAL (Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo
Social, 2014) reconoce, por ejemplo, la responsabilidad de la PROFEPA de vigilar 174 ANP en el 2014.
Otros estudios evidencian la problemática dentro de las ANP: cambios de uso de suelo, degradación de la
naturaleza, invasión de especies y caza furtiva, entre otros (Bezaury-Creel y Gutiérrez, 2009; Ortega-Rubio,
Pinkus-Rendón y Espitia-Moreno, 2015).

Por ejemplo, en la Reserva de la Biósfera de la mariposa monarca (en Michoacán y el Estado de México)
se ha incrementado la tasa de introducción de especies no nativas, erosión en senderos y apertura de caminos
(Espitia-Moreno, Jiménez-Sierra y Ortega-Rubio, 2015); en la Reserva de la Biósfera Sierra Gorda (en
Querétaro, Hidalgo, San Luis Potosí y Guanajuato) se apreciaron áreas reducidas de bosque tropical y
vegetación; en el Parque Nacional de Sacromonte (Estado de México) se observó reducción de superficie por
la invasión de asentamientos humanos irregulares; en el Área de Protección de Flora y Fauna Ciénegas del
Lerma (Estado de México) se registró la extinción de especies de flora y fauna, y varias especies endémicas
están amenazadas o en peligro de extinción (Arriola-Padilla et al., 2015). Se ha evidenciado también que, en
algunas áreas, la intervención de dependencias gubernamentales, como PROFEPA, no ha logrado disminuir
la pesca furtiva; haciendo notorio que la intervención de la autoridad no ha tenido mayor trascendencia en
la solución a estos problemas (Rodríguez-Quiroz et al., 2015).

Con el objeto de visualizar el desarrollo de las capacidades para el manejo de las ANP en México, es
necesario conocer los cambios, a lo largo del tiempo, de “factores cruciales” como los recursos humanos
destinados a la conservación (Carabias et al., 2003 en Bezaury-Creel y Gutiérrez, 2009). Asimismo, para
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que las ANP sean efectivas se debe, entre otras acciones, vigilar el cumplimiento de las regulaciones del
manejo, siendo medulares la inspección y la vigilancia para prevenir, monitorear y actuar ante las actividades
ilegales o perniciosas en dichas áreas (CONANP, 2014; Henson, Malpas y D’Udine, 2016). La Organización
para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE, 2004, 2013) recomienda que debe existir personal
suficiente para llevar a cabo la inspección, el registro de usuarios y la disuación de actos ilegales; asimismo
resulta necesario realizar evaluaciones a los recursos humanos dedicados a esta tarea para mejorar el
cumplimiento de sus funciones y alcanzar los objetivos políticos establecidos (OCDE, 2004). No obstante,
la imprescindible labor de los inspectores es un elemento poco estudiado (OCDE, 2014).

El presente estudio tiene el propósito de presentar y analizar la evolución de la cantidad de inspectores
encargados de vigilar el cumplimiento de la legislación ambiental en las ANP federales y contrastar dicha
información con los cambios de superficie territorial de las ANP por entidad federativa de 1992 a 2016. Si
bien reconocemos la diversidad de posibles actores involucrados en el manejo, conservación y vigilancia de las
ANP, el presente estudio considera que la vigilancia enfocada a la aplicación de la legislación es fundamental.
En ese sentido, el estudio parte del supuesto de que un incremento en la superficie de las ANP debería estar
acompañado de un aumento en el número de inspectores de PROFEPA destinados a la aplicación de la ley
en esas áreas.

Las Áreas Protegidas y los responsables del cumplimiento de la ley

Las Áreas Protegidas son pieza clave en casi todas las estrategias nacionales e internacionales de conservación
de biomasa, ecosistemas y especies de fauna y flora; son también consideradas parte de la única esperanza
para evitar la extinción de especies amenazadas o endémicas y la pérdida de la capacidad natural del mundo
para sustentar la vida y la existencia humana (CBD, 2008; Dudley, 2008; World Bank, 2010; Costa et al.,
2015). Al mismo tiempo, con frecuencia, son esenciales para garantizar comunidades saludables y pueden ser
el motor económico de las localidades, en tanto que millones de personas dependen de las áreas protegidas
como medio de subsistencia, directamente a través del consumo de alimentos producidos u obtenidos en o
alrededor de esas áreas e, indirectamente, con empleo e ingresos que contribuyen a mantener los medios de
subsistencia (CBD, 2008; World Bank, 2010; FAO, 2014). Es tal su relevancia que, a nivel mundial, las áreas
protegidas son consideradas indicadores del logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (CBD, 2008).

De 1985 a 1997, el mayor aumento porcentual de áreas protegidas se produjo en Mesoamérica (compuesta
por México, Centroamérica y el Caribe) y en Europa occidental/mediterránea con 10.38 % y 10.28 %,
respectivamente (Naughton-Treves, Buck y Brandon, 2005). De 1980 al 2005, la superficie territorial bajo
protección legal aumentó exponencialmente, contando con más de 100 mil áreas protegidas que abarcan 17.1
millones de km2, es decir, 11.5 % de la superficie terrestre del planeta (Naughton-Treves, Buck y Brandon,
2005). Para el 2010, se cuantificó que las áreas protegidas cubrían alrededor del 13.9 % de la superficie
terrestre del mundo, sin considerar áreas protegidas no oficiales (como reservas comunitarias, sitios naturales
sagrados y tierras de pueblos indígenas) (World Bank, 2010).

Con el propósito de homogenizar la gestión de las ANP, desde 1994, la IUCN estableció el sistema
internacional que presenta siete categorías de áreas y manejo, considerando aspectos como el nivel de
intervención y la naturalidad de los entornos. Éstas son: a) Reserva Natural Estricta; b) Área Silvestre; c)
Parque Nacional; d) Monumento Natural; e) Área de Manejo de Especies Hábitat; f) Paisaje/Paisaje Marino
Protegido; y g) Área Protegida de Recursos Administrados (Dudley, 2008). Desde entonces, México es uno
de los países que incorporó, de manera significativa, las categorías y directrices de la IUCN a su legislación
nacional (Bishop et al., 2004).

Si bien la mayoría de los conservacionistas celebran la expansión de la cobertura de áreas protegidas y una
mayor atención a la biodiversidad, con frecuencia están en desacuerdo sobre la manera de administrar estas
áreas (Naughton-Treves, Buck y Brandon, 2005). La política, administración y derecho de áreas protegidas
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son aspectos interconectados que afectan su gestión dado que, de ser eficaces, se podría reducir su degradación
(MacKinnon et al., 1986; Zielińska, 2010). Si bien cada categoría de área protegida exige diferentes niveles
de protección y utilización, las áreas sólo pueden establecerse y salvaguardarse de manera efectiva si existen
mecanismos legislativos y administrativos para su protección y gestión (MacKinnon et al., 1986). 4

El concepto mismo de áreas protegidas, su definición legal y cualquier legislación o regulación que permita
proteger dichas áreas, requieren del establecimiento de controles firmes. Así, deben existir regulaciones que
especifiquen lo que se puede hacer o no dentro de esas áreas o en diferentes partes de la misma, así como
regular a las personas que viven en el área, las actividades de visitantes, niveles y tipos de utilización en reservas,
controlar la caza, la pesca, el corte de flora y fauna, la excavación del suelo y el uso de vehículos de motor,
entre otros aspectos (MacKinnon et al., 1986).

Aunque la existencia de una maquinaria legal adecuada es fundamental para el éxito a largo plazo de
cualquier programa de áreas protegidas, también es indispensable que en la ley se autorice a un organismo
competente para protegerlas, pues incluso leyes fuertes no pueden aplicarse de manera efectiva cuando las
políticas internas de las agencias de ejecución no respaldan el buen desempeño (MacKinnon et al., 1986;
Kakira, 2010). Las instituciones fuertes y competentes para la administración de las leyes y programas de
áreas protegidas son un elemento clave para una gestión eficaz, pues los órganos administrativos tienen
gran responsabilidad en su resguardo (MacKinnon et al., 1986; Zielińska, 2010). Desde el enfoque de la
gobernanza ambiental, el sector público desempeña un papel clave, ya que cuenta con la capacidad del
gobierno para implementar políticas sólidas, incluyendo la aplicación del marco legal (Kaufmann, Kraay,
Mastruzzi, 2011; Wingqvist et al., 2012). Entre los aspectos necesarios para fortalecer la gobernanza
ambiental se encuentran las autoridades ambientales encargadas del desarrollo de políticas (incluyendo leyes
y reglamentos) y de su implementación (como la inspección y el cumplimiento) (Drakenberg y Slunge, 2011
en Wingqvist et al., 2012).

Es importante que la administración de cualquier área protegida cuente con sus propios agentes/
inspectores encargados de hacer cumplir la ley y controlar abusos en contra de las áreas, ya que el éxito
de las actividades de conservación es, en parte, responsabilidad de las personas debidamente autorizadas y
reconocidas por la ley para hacer cumplir las leyes y regulaciones de protección (MacKinnon et al., 1986).
La aplicación de la ley pertenece a los campos de acción más importantes y necesarios para la conservación
y protección de las áreas protegidas en todo el mundo (MacKinnon et al., 1986; Alers et al., 2007; Sabine y
Henle, 2009). Si bien las actividades de aplicación dependen de una base firme de competencias y funciones
institucionales, siempre son los oficiales autorizados la columna vertebral de los esfuerzos de aplicación de la
ley en la mayoría de las áreas protegidas, a fin de salvaguardar los recursos (Lausche, 2011; Henson, Malpas y
D’Udine, 2016). Patrullar implica inspecciones de rutina dentro y fuera de las áreas para verificar los límites
y su funcionamiento (MacKinnon et al., 1986).

La inspección puede entenderse como el proceso de verificar el cumplimiento del marco legal
para garantizar la ejecución de las leyes, reglamentos, decretos, normas, condicionantes de permisos y
autorizaciones, para —por ejemplo— proteger los RN y ecosistemas presentes en las áreas; mientras que la
vigilancia consiste en hacer presencia en los sitios de interés a fin de prevenir ilícitos (Pliego et al., 2016).
Las inspecciones se realizan no sólo para identificar infractores específicos y obligarlos al cumplimiento,
sino también para disuadir a infractores y demás entidades reguladas situadas en condiciones similares
de incumplimiento (OCDE, 2004; Johansson, 2010). Son por tanto un instrumento de política reactiva
utilizado por gobiernos para investigar si los instrumentos de política proactiva tienen los resultados
esperados y para promover el logro de objetivos (Johansson, 2010; Monk, 2012).

Los inspectores suelen ser llamados “burócratas a pie” o “a nivel de calle”, al ser empleados del Estado que
conforman una parte esencial de la burocracia política y pasan la mayor parte de su tiempo sobre el terreno
(Pautz y Schnitzer, 2008). Entre las funciones de los inspectores en áreas protegidas están: garantizar que
se cumplan las normas; que las áreas restringidas no sean invadidas; que se tengan los permisos adecuados
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y no se incumplan las regulaciones; y erradicar la cacería ilegal, tala o limpieza de tierras para la agricultura
(MacKinnon et al., 1986). Sus responsabilidades toman variedad de formas y, dependiendo de las necesidades
del área protegida y de las habilidades y fortalezas del oficial, pueden monitorear los cambios positivos o
negativos de conservación dentro del área y recopilar datos valiosos sobre la disponibilidad y manejo de los
RN (MacKinnon et al., 1986; Lausche, 2011).

Además, los oficiales autorizados son funcionarios públicos de ambos lados de la regulación (el regulador
y el regulado), que trabajan a diario para traducir la regulación ambiental en acción (Pautz, 2009). Trabajan
directamente en la aplicación de la ley y son quienes se “ponen al día” sobre las revisiones de políticas
que reciben directamente de las dependencias gubernamentales (Pautz y Schnitzer, 2008; Monk, 2012).
Por lo tanto, se encuentran en una posición intermedia donde se juzga su trabajo tanto desde arriba (la
gestión política y administrativa), como desde abajo (actividades operacionales y ciudadanos) (Johansson,
2010; Lausche, 2011). Entre los indicadores más utilizados para evaluar el desempeño de las inspecciones,
en términos de las actividades de la agencia reguladora, se encuentran: a) acciones de cumplimiento y
b) inspecciones (número y naturaleza) (OCDE, 2014). No obstante, ese sistema de evaluación, centrado
principalmente en indicadores de resultados (número de visitas, cantidad de multas percibidas, etcétera), es
considerado poco desarrollado al dejar fuera otros aspectos que podrían influir en esos indicadores (Jacobs
y Cordova, 2005).

La efectividad de las inspecciones, específicamente lo relacionado con el personal, es un aspecto importante
para disuadir, de manera efectiva, las actividades ilegales en un área (Henson, Malpas y D’Udine, 2016). Entre
las recomendaciones para realizar de manera efectiva las inspecciones se encuentran: a) que las inspecciones
cubran toda el área de la reserva y no sólo revisar los límites, y b) las inspecciones deben realizarse a intervalos
irregulares, en rutas diferentes y durante diversos periodos, tanto de noche como de día (MacKinnon et al.,
1986). De manera que para garantizar la aplicación de la ley, el número de personal se convierte en uno de los
aspectos más importantes (Henson, Malpas y D’Udine, 2016). Para analizar de mejor manera los factores que
dificultan la implementación de las leyes ambientales, según la gobernanza, los sistemas se pueden diferenciar,
por un lado, como de “entrada”, y por otro, como de “salida”; este último explícitamente relacionado con la
implementación de la administración pública y la burocracia (Wingqvist et al., 2012).

En la práctica, la densidad óptima de oficiales abocados a la aplicación efectiva de la ley depende de una
variedad de factores. La cantidad de personal, la frecuencia de las inspecciones y la intensidad con que debe
vigilarse varían según el tamaño y la ubicación del área, el tipo de amenaza que enfrentan, la presencia de
población humana, y las especies de fauna y flora que requieren protección y sus densidades (por ejemplo,
realizar inspecciones más frecuentes en playas de anidación de tortugas durante la temporada de cría). Como
regla general, profesionales en la aplicación de la ley abogan por un agente cada 10 a 50 km2. También, se
recomienda que las inspecciones se realicen con, al menos, dos personas para brindar apoyo mutuo, pedir
ayuda en caso de accidente o enfermedad y corroborar la evidencia (MacKinnon et al., 1986; Henson, Malpas
y D’Udine, 2016).

Henson, Malpas y D’Udine (2016) señalan que se producen menos actividades ilegales conforme
aumentan las actividades efectivas de aplicación de la ley, por lo que la densidad del personal para inspeccionar
es el factor que se correlaciona más con la efectividad de la aplicación. Incluso, diversos estudios establecen
cantidades ideales de inspectores para áreas que enfrentan desafíos específicos (Henson, Malpas y D’Udine,
2016). Por ejemplo, el Programa regional de la Comunidad de Desarrollo de África Austral (SADC por
sus siglas en inglés) recomienda para la conservación de rinoceronte un guardaparque 5  por cada 20 km2

en santuarios. Otros estudios recomiendan la presencia de hasta un ranger  6  por cada 9 a 19 km2 y un
guardabosques por cada 10 km2, según la caza furtiva. En otros casos, se sugiere un guardaparque por cada 50
km2 para la protección de elefantes y uno por cada 24 km2 para que mueran cero elefantes (Henson, Malpas
y D’Udine, 2016).
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Antecedentes y metodologías para evaluar a los inspectores que aplican la ley
en áreas protegidas

Se revisaron diversos estudios, seleccionando aquellos que mencionan y evalúan el número de inspectores
como parte fundamental de la estrategia de conservación y cuidado de las ANP. Tucker et al. (2005)
identificaron interrelaciones entre características de la biodiversidad, sus factores de influencia y las acciones
de gestión. A través de la evaluación de las prácticas creadas para gestionar y conservar la biodiversidad, así
como para aliviar o regular las presiones sobre ella, se recomendó que los programas de monitoreo deben
incluir el número de inspectores. Jachmann (2008), al estudiar nueve áreas protegidas en Ghana, África,
consideró también las variables del esfuerzo de patrulla y desempeño del personal dentro de los factores más
importantes que contribuyen a la conservación de la vida silvestre. Asimismo, analizaron los registros del
número de personal patrullando por día, en tanto que indica la respuesta a las acciones ilegales. Kakira (2010)
exploró el esfuerzo de aplicación de la ley en áreas protegidas del Congo, África, utilizando la cantidad de
personal por mes o año para cuantificarlo y encontró que, entre los factores cruciales para mitigar los efectos
del conflicto en la diversidad biológica, se encuentra el personal de campo continuo.

Plumptre et al. (2014) analizaron la aplicación de la gestión en áreas protegidas de regiones de África
para evaluar si un gerente podría tener éxito o no en reducir amenazas. Utilizaron indicadores para medir la
frecuencia con la que se realizan las inspecciones, así como parámetros enfocados a medir el esfuerzo realizado.
De esta manera, la cantidad de patrullas por km2 se estableció como las unidades de esfuerzo. Hötte et al.
(2016) retomaron parámetros del estudio de Stokes (2010) relacionado con monitorear la aplicación de la ley
según experiencias previas en sitios de conservación de tigres en ocho países, donde uno de los parámetros fue
la disponibilidad de personal. Propusieron indicadores de éxito, en Rusia, para los parámetros de kilómetros
cubiertos por el personal a pie/patrulla y establecieron la necesidad de aumentar la efectividad de la patrulla
con mayor cobertura espacial.

En México, Pliego et al. (2016) realizaron un diagnóstico del estado de la inspección y vigilancia en
materia de pesca en la ANP del Alto Golfo de California. Trataron de identificar estrategias, internas y
externas, que ayudaran a hacer más efectivas las inspecciones e identificaron que los recursos humanos son
una de las principales limitaciones. Por ejemplo, reportaron un máximo de cinco inspectores asignados a
la zona a finales del año 2015, cifra que los autores consideran insuficiente, pues limita significativamente
la presencia permanente de inspectores de la PROFEPA en la ANP. Si bien la escasez de inspectores se ha
tratado de compensar con personal de la SEMAR-AM, hay que señalar que éstos cuentan con atribuciones,
conocimientos y habilidades distintas.

La CONANP (2014) evaluó las necesidades de recursos humanos requeridos para tener una vigilancia
sólida en las ANP, mejorar el cumplimiento de la legislación ambiental y apoyar en el logro de los objetivos de
24 áreas analizadas en el noroeste del país. Se identificó una escasez importante de inspectores en la mayoría
de las ANP que impedía asegurar que fueran realizadas permanentemente acciones de inspección y vigilancia.
Por último, la organización  Greenpeace (2017) analizó el efecto e influencia de la política pública para la
conservación de la vaquita marina situada en la ANP del Alto Golfo de California y tras revisar, cotejar y
consultar documentos oficiales, estableció que, aun con la ejecución de medidas regulatorias, son deficientes
las acciones de inspección y vigilancia en la zona, al apreciarse un acumulado de días de vigilancia bajos, entre
otros aspectos.

Los estudios previos buscaron destacar la relevancia que tienen los inspectores que aplican la ley en áreas
protegidas y cómo se convierten o se recomienda que sean una variable para el análisis. Ante ello, en la
investigación de la que se deriva este artículo su utilizaron como variables de frecuencia: a) número de
inspectores que aplican la ley en las ANP y b) kilómetros cuadrados de las ANP por entidad federativa. El
número de inspectores se obtuvo vía solicitud de información a la SEMARNAT y a la PROFEPA según
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lo estipulado en la Ley de Transparencia. Para la superficie territorial de ANP, se trabajó con información
presentada por el INEGI (2016). 7

Cambios en la superficie territorial de las ANP en México: Una revisión de su
acompañamiento con base en el número de inspectores

Evolución de la superficie territorial de ANP por entidad federativa

Mientras en 1917 México contaba con 15.29 km2 de ANP, para el año 2016, en casi 100 años, la superficie se
incrementó a 253 947.78 km2,9 es decir, 1 660 775 % (Gráfica 1). De 1992, año en que PROFEPA entró en
funciones, al 2016, las ANP incrementaron en un 92.2 % su superficie territorial, casi duplicando los km2; de
1993 a 1994 fue el año con mayor incremento (17.6 %), seguido de 1992 a 1993 (12.6 %) y, en tercer lugar,
de 1999 al 2000 (7.9 %) (Gráfica 2). Cabe señalar que en nueve años (2001, 2003, 2004, 2006, 2011, 2013,
2014, 2015 y 2016) no hubo crecimiento de superficie territorial de ANP en el país.

GRÁFICA 1.
Cambios en la superficie territorial de ANP federales, de 1917 al 2016 (en km2)

Fuente: elaboración propia con información del INEGI (2016).
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GRÁFICA 2.
Cambios porcentuales de la superficie territorial de ANP federales, de 1992 al 2016

Fuente: elaboración propia con información obtenida de INEGI (2016).

En 1992 y 2016, Tamaulipas fue la entidad que presentó el mayor porcentaje de crecimiento durante el
periodo con 1 909 356.7 %, pasando de tener 0.3 km2 a 5 728.37 km2 de ANP, mientras que Aguascalientes,
Colima, Guerrero, Puebla, San Luis Potosí, Tlaxcala y la Ciudad de México fueron las entidades en donde
no hubo cambios de superficie durante el mismo periodo (Cuadro 1). Se puede apreciar que los cambios,
en términos de porcentaje de incremento de área de ANP, varían significativamente entre entidades. Cabe
mencionar que Guanajuato, Sonora y Zacatecas fueron las únicas entidades que pasaron de tener cero a 2
368.82, 9 831.77 y 11.25 km2, respectivamente.
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CUADRO 1.
Cambios en la superficie territorial de ANP federales por entidad federativa, 1992-2016

* INEGI (2016) no proporciona la información de un año sobre el incremento de km2.
** El valor inicial de superficie de km2 fue de cero, por lo que no fue posible estimar su incremento en porcentaje.

Fuente: elaboración propia con información obtenida de INEGI (2016).

Pueden apreciarse las entidades que, entre 1992 y 2016, presentaron cambios en cuanto al crecimiento de
superficie territorial de ANP y la cantidad de dichos incrementos: Quintana Roo tuvo el mayor número de
incrementos, ocho en total durante el periodo (1994, 1996, 1998, 2000, 2005, 2008, 2009 y 2012) seguido
de Baja California Sur (1994, 1995, 1996, 2007 y 2012) y de Chiapas (1995, 1998, 2000, 2003 y 2007), las
dos últimas con cinco incrementos. El 2000 fue el año en que más entidades incrementaron su superficie
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territorial de ANP, diez en total (Chiapas, Durango, Hidalgo, Michoacán, Nayarit, Nuevo León, Quintana
Roo, Sinaloa, Yucatán y Zacatecas) mientras que en los años 2001, 2004, 2006, 2011, 2013, 2014, 2015 y
2016 no hubo incrementos en las entidades.

Evolución del número de inspectores y su relación con la superficie territorial de ANP

En lo que respecta a la estrategia gubernamental de servidores públicos de PROFEPA para inspeccionar y
vigilar la aplicación de la ley en ANP, del año 2006 8  al 2016 el personal con tareas de inspección se incrementó
en un 9.9 %. No obstante, el incremento de inspectores no fue constante, pues hubo disminución de personal
en el 2008, 2011, 2012, 2014, 2015 y 2016. Durante el 2015, el decremento de inspectores fue mayor, al
reportarse 11.6 % menos inspectores con respecto al año inmediato anterior (Gráfica 3).

GRÁFICA 3.
Cambios porcentuales en el número de inspectores y la superficie de ANP federales, del 2006 al 2016

Fuente: elaboración propia con base en información obtenida a través de la Ley de Transparencia.

En la Gráfica 3 se observa que el número de inspectores discrepa comparado con los cambios de superficie
de ANP. En ningún año del periodo analizado, 2006-2016, se observó disminución de la superficie territorial
de las áreas, sólo hubo incrementos de superficie o se mantuvieron iguales; caso contrario al número de
inspectores, donde en varios años se apreció disminución de personal para aplicar la ley en la misma superficie
territorial de ANP o incluso en una mayor superficie. Esa situación puede apreciarse más claramente del 2014
al 2015, en donde si bien no hubo crecimiento de superficie de ANP (manteniéndose en 253 947.78 km2

para ambos años), en el 2015 hubo 11.6 % menos inspectores para supervisar la misma cantidad de superficie
de ANP a nivel nacional: los 482 inspectores de 2014 pasaron a ser 426 en el 2015.

Por entidad federativa, del 2006 al 2016, Guanajuato y Tlaxcala presentaron el mayor incremento del
número de inspectores, 200 % para ambos estados: de dos inspectores pasaron a contar con seis (Cuadro 2).
Tlaxcala fue la entidad que llegó a tener la menor cantidad de inspectores de las 32 entidades en el periodo
analizado, pues en 2012 sólo contó con un inspector. En el Cuadro 2 puede apreciarse la misma dinámica
de la Gráfica 3. Si bien durante el mismo periodo en Campeche, Durango, Sinaloa y Yucatán, la superficie
de ANP se mantuvo en 17 121.91; 3 517.13; 510.02 y 4 815.05 km2 respectivamente, hubo un porcentaje
menor de inspectores para supervisar la misma área, menos 41.7, 25, 20.8 y 25 %, respectivamente (pasando
de 24 a 14; de 16 a 12; de 24 a 19 y de 12 a 9 inspectores, respectivamente).

En otras entidades (Nayarit, Quintana Roo y Tabasco) el porcentaje de superficie de ANP aumentó en 4.5,
16.6 y 15.2 %, respectivamente (de 29 718.37 a 31 056.91; de 11 324.62 a 13 205.36; y de 3 027.07 a 3 488.35
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km2 para cada entidad), pero hubo también un porcentaje menor de personal para vigilar el cumplimiento
de la ley: 30, 16.7 y 27.3 % menos (pasando de 10 a 7; de 18 a 15; y de 11 a 8 inspectores, respectivamente). Es
decir, en siete entidades disminuyó el número de inspectores, mientras que la superficie de ANP se mantuvo
igual (en cuatro casos), o incluso aumentó de extensión (en tres casos).

CUADRO 2.
Cambios porcentuales en el número inspectores y superficie de ANP federales por entidad

federativa, y cambios en el porcentaje de área de ANP a cubrir por inspector, 2006-2016

* Dato no reportado por INEGI (2016).
**No se cuenta con información específica sobre el número de inspectores para la Ciudad de México.

***El valor inicial de superficie de km2 fue de cero, por lo que no fue posible estimar su incremento en porcentaje.
Fuente: elaboración propia con información obtenida a través de la Ley de Transparencia.

Al hacer un análisis del comportamiento porcentual de área de ANP a cubrir por inspector, se observó que
en 12 entidades (Campeche, Chiapas, Chihuahua, Durango, Guanajuato, Michoacán, Nayarit, Quintana
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Roo, Sinaloa, Sonora, Tabasco y Yucatán) se incrementó el porcentaje del área a supervisar por inspector.
Fue en Guanajuato, por mucho, donde aumentó más el porcentaje de superficie a cubrir por inspector (+39
480.3 %) al pasar de tener cero a 2 368.82 km2 de superficie y de dos a seis inspectores. En Tlaxcala, en el
mismo periodo, fue donde más disminuyó el porcentaje del área de ANP a vigilar por inspector (-66.7 por
ciento) en tanto que la superficie de ANP se mantuvo igual (463.91 km2) pero aumentó el número de dos
a seis inspectores.

Al analizar el último año del periodo, se aprecia que en el 2016 se contaban con 421 inspectores a nivel
nacional para supervisar 253 947.78 km2 de ANP; es decir, cada inspector debía cubrir 603.20 km2 para
poder aplicar la legislación. Sin embargo, cada delegación debe remitirse a la superficie territorial a la que está
circunscrita, por lo que en el Cuadro 3 se presenta la superficie de ANP por entidad federativa, el número
de inspectores, el porcentaje de superficie de las áreas por entidad según el total del país y los km2 de ANP
por inspector.
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CUADRO 3.
Km2 de ANP federales, número de inspectores y

km2 por inspector por entidad federativa en el 2016

* INEGI (2016) no proporciona la información de un año sobre el incremento de km2.
Fuente: elaboración propia con información obtenida de INEGI (2016) y a través de la Ley de Transparencia.

En las seis primeras entidades con mayor superficie de ANP (Baja California, Nayarit, Baja California
Sur, Chihuahua, Coahuila de Zaragoza y Campeche) también es donde existe una mayor relación entre
km2 de ANP por inspector; es decir, cada inspector debe cubrir una superficie mayor para supervisar el
cumplimiento de la ley. En Nayarit, segunda entidad con mayor superficie de ANP del país, es donde más
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km2 debe supervisar cada inspector: 4 436.70 km2 cada uno. Guerrero y Zacatecas poseen la menor relación
de km2 de ANP por inspector, 3.64 y 1.88 km2, respectivamente. Considerando la recomendación de contar
con un inspector por cada 10 a 50 km2 (Henson, Malpas y D’Udine, 2016), sólo cuatro entidades del país
(Puebla, Sinaloa, Guerrero y Zacatecas) cumplen con esta premisa.

Acerca de la relevancia de las áreas donde los inspectores deben supervisar una mayor superficie, cabe
destacar a Baja California que cuenta con tres Reservas de la Biósfera, incluida la del Alto Golfo de California
y Delta del Río Colorado, donde se ubica la especie conocida como vaquita marina —Phocoena sinus—
que se encuentra en peligro de extinción y protegida por la Convención sobre el Comercio Internacional
de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres —CITES—), así como tres Parques Nacionales y dos
Áreas Protegidas de Flora y Fauna. En Nayarit se localiza un Área de Protección de Recursos Naturales, dos
Parques Nacionales y dos Reservas de la Biósfera (entre ellas las Islas Marías, declaradas Patrimonio de la
Humanidad). En Baja California Sur se ubican tres Parques Nacionales, dos Áreas Protegidas de Flora y
Fauna y tres Reservas de la Biósfera (entre ellas “El Vizcaíno”, considerada el ANP más grande de México y
una de las mayores de Latinoamérica).

Por su parte, en Chihuahua se localizan cuatro Áreas de Protección de Flora y Fauna (una llamada
“Papigochic”, hábitat del águila real y que fue hogar del extinto lobo mexicano), dos Parques Nacionales, una
Reserva de la Biósfera y un Monumento Natural. En Coahuila es posible ubicar tres Áreas de Protección de
Flora y Fauna (donde se ubica el área de Cuatro Ciénegas, considerado uno de los humedales más destacados
del país y clasificado como sitio Ramsar, humedal de importancia internacional), un Parque Nacional y dos
Áreas de Protección de Recursos Naturales. Mientras que en Campeche es posible encontrar un Área de
Protección de Flora y Fauna y dos Reservas de la Biósfera (entre ellas “Calakmul”, antigua ciudad maya,
considerada Patrimonio Mundial por la UNESCO e identificada como la segunda mayor extensión de
bosques tropicales en América).

Con el objetivo de observar la respuesta de PROFEPA, en términos del número de inspectores ante los
incrementos de superficie de ANP, se analizó el número de incrementos por año de superficie de ANP del
2006 al 2016. El resultado es que fueron trece las entidades que incrementaron su superficie de ANP en el
periodo. En Quintana Roo más años hubo incrementos (2008, 2009 y 2012), seguido de Baja California Sur
(2007 y 2012) y Michoacán (2007 y 2009); mientras que, en las otras diez entidades, sólo en un año hubo
incremento. Como consecuencia del incremento en la superficie de ANP, en Quintana Roo se incrementó
también el número de inspectores en el 2008, sin embargo en el 2009 disminuyó, para volver a incrementarse
en 2012 a pesar de que en esos tres años aumentó el área destinada a ANP. Guanajuato fue uno de los casos
más extremos: en posible respuesta al aumento de los 2 368.82 km2 de superficie de ANP, incorporó un sólo
elemento más, pasando de dos inspectores en 2006, a tres en 2007.

Sobre una posible explicación a los cambios en el número de inspectores en el periodo de 2010 y 2016,
en la Gráfica 4 puede apreciarse que no existe una relación directa entre el presupuesto general asignado
a PROFEPA y la contratación de inspectores en RN, 9  ya que prevaleció la situación donde aumentó el
presupuesto pero disminuyó la cantidad de inspectores, presentándose otros dos casos donde disminuyó el
presupuesto y aumentaron los inspectores, y un caso donde disminuyó el presupuesto y disminuyeron los
inspectores.
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GRÁFICA 4.
Presupuesto asignado a PROFEPA y número de inspectores, 2010 a 2016

Fuente: elaboración propia con información obtenida a través de la Ley de Transparencia.

Conclusiones

Se reconoce la iniciativa de la política federal dirigida a la conservación de biodiversidad, al incrementar
la superficie territorial de ANP desde 1917 al 2016. Sin embargo, no se aprecia una correlación directa de
esta medida —considerada clave para la conservación—, con el incremento de inspectores facultados para
vigilar el cumplimiento de la ley en dichas áreas. Pudo apreciarse que a los inspectores se les asignan grandes
superficies para su supervisión, lo que podría limitar su desempeño; situación que se aprecia sobre todo en
entidades caracterizadas por poseer una gran extensión de territorio de ANP. Si bien sería simplista sugerir
una densidad de “burócratas de a pie” fija o igual para todas y cada una de las ANP, cabría retomar lo que
propone la literatura en términos de que cada área identifique sus desafíos específicos y, en función de ellos,
establezca el personal necesario.

Será también importante que, por seguridad y apoyo, sean mínimo dos inspectores los que trabajen de
manera coordinada, así como que haya mayor asignación de personal en áreas protegidas prioritarias: aquellas
con mayor diversidad biológica, extensión territorial o que poseen especies en categoría de riesgo o endémicas.
En caso de no poder contratar personal, se sugiere analizar la posibilidad de firmar convenios con otras
autoridades o instituciones, sobre todo locales y cercanas a las ANP, para facultarlas en la aplicación de la ley
y no sólo otorgarles la responsabilidad de vigilar y avisar.
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en inglés) fue creada en la Conferencia Internacional celebrada en Fontainebleau, Francia, en 1948, convocada por la
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) (Behrman, 1974; Costa
et al., 2015).

2 La SEMARNAT delega a la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (CONANP) atribuciones relacionadas
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ejecutar y promover las ANP; c) formular, promover, ejecutar y evaluar proyectos para la conservación, recuperación de
especies y poblaciones consideradas como prioritarias; entre otras, dejando a la PROFEPA las atribuciones de inspección
dentro de esas áreas (SEMARNAT, 2006).

3 En el 2016, el gobierno creó la Gendarmería Ambiental con el propósito de, junto con PROFEPA, garantizar y
salvaguardar las ANP, misma que entró en funciones a finales del 2017 con 300 gendarmes (Pacchiano, 2016; Policía
Federal, 2018). Sin embargo, la gendarmería carece de atribuciones legales y especialistas comentan que, desde su
creación, sólo ha cubierto 22 % de las ANP y detenido a siete personas, por lo que la catalogan como una iniciativa
“pomposa” carente de sustento legal (Alvarado y Melgoza, 2017).
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elementos fundamentales para una operación efectiva (Pliego et al., 2016).

5 Es considerada una figura dedicada al cuidado, protección y conservación de áreas naturales.
6 Es la autoridad en cuyas funciones recae la aplicación de la ley oficial de conservación de las áreas naturales.
7 Si bien INEGI (2017) presenta información del 2016, estos datos son reportados como preliminares y no se exponen

por entidad federativa, por lo que para el 2016 se retomaron los datos del 2015. En INEGI (2016) no se reporta un
incremento de superficie territorial para las entidades de Oaxaca, Quintana Roo y Yucatán y se reporta un total de ANP
de 254 432 km2.

8 Si bien la PROFEPA comenzó operaciones en 1992, a través de los medios oficiales, con base en la Ley Federal de
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9 Se consideró el presupuesto total asignado a PROFEPA dado que el recurso destinado para contratar personal se
administra en oficinas centrales de la Ciudad de México y no en las entidades federativas, toda vez que el recurso que se
asigna directamente a cada una de las Delegaciones se utiliza en viáticos, gasolina y material, principalmente.
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